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Introducción 

Son numerosas y de sensibilidades plurales las personalidades del ámbito jurídico que han manifestado 
que, en materia de derecho penal y penitenciario, la lucha contra el terrorismo de ETA se deslizó en los 
últimos años hacia una práctica interpretativa y de cambios legales que cabe enmarcar en el ámbito de lo 
excepcional. El Gobierno Vasco comparte esta opinión.

Este proceso, aunque fue progresivo, encontró su punto culminante en la aprobación de varias leyes or-
JiQLFDV�DSUREDGDV�HQ�������0RGLÀFDFLRQHV�TXH�LQWURGXMHURQ�OtPLWHV�GLIXVRV�HQ�ODV�FRQGXFWDV�TXH�GHEHUtDQ�
VHU�WLSLÀFDGDV�FRPR�WHUURULVWDV��TXH�GHELOLWDEDQ�ODV�JDUDQWtDV�GHO�SURFHGLPLHQWR��TXH�DODUJDEDQ�ODV�SHQDV�
hasta máximos que lindan con la cadena perpetua, o que de facto bloqueaban la posibilidad constitucional 
de la reinserción.

Ahora, una vez ha desaparecido la amenaza de retorno del terrorismo de ETA, es necesario recomponer 
el estado de normalidad penal y penitenciario. Al margen de otras consideraciones que también serían apro-
SLDGDV��OD�QR�H[LVWHQFLD�GH�XQ�ULHVJR�GH�UHLQFLGHQFLD�HV�DUJXPHQWR�VXÀFLHQWH�SDUD�FRQVLGHUDU�SHUWLQHQWH�OD�
UHYLVLyQ�GH�DTXHOODV�PRGLÀFDFLRQHV�\�SUiFWLFDV�FXHVWLRQDEOHV��SHUR�TXH��HQ�FXDOTXLHU�FDVR��VH�MXVWLÀFDURQ�\�
construyeron en el contexto de una realidad sustancialmente diferente.

En opinión del Gobierno Vasco, recomponer el estado de normalidad penal y penitenciario es una priori-
dad por dos motivos, por un principio democrático y por un objetivo democrático:

· Es necesario retornar a las garantías y mínimos que en materia penal y penitenciaria constituyen 
estándares básicos de un sistema de derechos y libertades, porque este es un principio democrático 
EiVLFR��XQ�FRPSURPLVR�ÀUPH�HQ�HO�TXH�UHSRVD�VX�VROLGH]�\�IRUWDOH]D�

· La normalidad penal y penitenciaria es un consenso social y su ausencia un factor de distorsión. 
Recuperar la normalidad penal y penitenciario es un objetivo democrático porque contribuye decisi-
vamente a la normalización de la convivencia en nuestra sociedad. 

Este documento es una aportación en la dirección de contribuir al estado de normalidad penal y peniten-
ciario y a la normalización de la convivencia social y política. Contiene 20 proposiciones concretas que se 
presentan en dos bloques: diez sugerencias de cambio en la política penitenciaria que no necesitan modi-
ÀFDFLyQ�OHJDO��\�GLH]�VXJHUHQFLDV�GH�PRGLÀFDFLyQ�OHJDO�HQ�PDWHULD�SHQDO�\�SHQLWHQFLDULD��6X�FRQWHQLGR�HV�
complementario al Programa Hitzeman, de promoción de procesos de legales de reinserción, presentado 
por el Gobierno Vasco el pasado 1 de octubre.

Se titula Propuesta Zuzen Bidean porque en esencia lo que sugiere es abandobar los atajos y retornar 
al camino del derecho. Tiene carácter de propuesta y no de documento cerrado porque pretende ser una 
herramienta para incentivar el debate. El Gobierno Vasco quiere abrir un diálogo sobre esta materia con 
el Gobierno español, con quienes operan jurídicamente, con los grupos parlamentarios y con los agentes 
sociales. Un diálogo para el que este documento es su punto de partida y referencia.
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1. Diez propuestas de cambio, sin 

PRGLÀFDFLyQ�OHJDO��que en la política 

penitenciaria contribuyen a la normalización 

política y social de la convivencia

1.1. Transferencia. 

Transferir la competencia de los centros penitenciarios al Gobierno Vasco en cumplimiento de lo que 
establece el Estatuto de Gernika en sus artículos 10.14. y 12.1.

1.2. Acercamiento. 

Articular un proceso de acercamiento de presos y presas a cárceles próximas a sus lugares de resi-
dencia porque así lo prevé la legislación penitenciaria en el artículo 12.1 de la Ley Orgánica General 
Penitenciaria. No existe impedimento legal para proceder a su traslado a cárceles de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi y de la Comunidad Foral de Navarra o cercanas a las mismas. Constituiría 
una medida de humanidad hacia las familias de las personas presas y contribuiría decididamente a 
la normalización de la convivencia.

1.3. Personas presas enfermas. 

Establecer soluciones humanitarias para las personas presas enfermas y proceder a su excarcela-
ción en casos de gravedad aplicando el art. 104.4 del Reglamento Penitenciario.

�����3HUVRQDV�SUHVDV�FRQ�PHQRUHV�D�FDUJR. 

Agrupar a las personas presas con menores comunes en un mismo centro penitenciario. No existe 
impedimento legal y constituye un básico imperativo de humanidad.

1.5. Personas presas mayores de 70 años. 

Proceder también por razones humanitarias y de legalidad a la libertad condicional de presos y pre-
sas septuagenarias, aplicando el art. 196 del Reglamento Penitenciario.

�����%HQHÀFLRV�RUGLQDULRV. 

$SOLFDU�FRQ�QRUPDOLGDG�H�LJXDOGDG�GH�WUDWR�ORV�EHQHÀFLRV�SHQLWHQFLDULRV�RUGLQDULRV�TXH�SRU�GHUHFKR�
corresponden a las personas presas que cumplen los requisitos previstos, tal y como establece el 
artículo 4.1 y 4.2. del Reglamento Penitenciario.

�����3HUVRQDV�SUHVDV�SRU�LOHJDOL]DFLRQHV� 
Aplicar, en base el art. 100.2 del Reglamento Penitenciario, medidas legales para abordar la situación 
de aquellas personas presas cuyas condenas están relacionados con actividades políticas, antes 
ilegalizadas, y ahora normalizadas.

1.8. Via Nanclares. 

'DU�XQD�UHVSXHVWD�LQVWLWXFLRQDO�\�RÀFLDO�DO�FRPSURPLVR�DVXPLGR�SRU�SUHVRV�\��SUHVDV�GH�OD�GHQRPL-
nada Vía Nanclares porque han acreditado de manera clara e inequívoca su posición autocrítica y el 
reconocimiento del daño injusto causado a las víctimas.

1.9. Justicia reparadora 

Institucionalizar experiencias como Talleres de Convivencia y Encuentros Restaurativos en línea con 
lo que dicta, en este sentido, la Directiva Europea sobre Víctimas 2012/29.

1.10. Hitzeman. 

Acordar, compartir y promover políticas de reinserción como la que representa el Programa Hitzeman 
y desarrollar estas iniciativas mediante relaciones de colaboración entre las diferentes instituciones 
implicadas.
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2. 'LH]�SURSXHVWDV�GH�PRGLÀFDFLyQ�OHJDO que 

en materia de derecho penal y penitenciario 

contribuyen a recuperar la normalidad en el 

derecho penal y penitenciario

2.1. Garantías del proceso

·Ley de Enjuciamiento Criminal. 

,��3URSRQHPRV�OD�VXSUHVLyQ�GH�OD�ÀJXUD�GH�GHWHQFLyQ� LQFRPXQLFDGD��PHGLDQWH� OD�PRGLÀFDFLyQ�GH�ORV�DU-
tículos art. 509, 520 bis y 527 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en los que se establece y habilita su 
posibilidad. El Relator Especial de Naciones Unidas en su último informe exhortó a España a que eliminara 
este régimen excepcional de detención, porque está prohibido por los convenios internacionales suscritos 
en materia de derechos humanos de las personas detenidas.

II. Proponemos, coincidiendo con el Relator Especial de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que se re-
duzca la duración de la prisión provisional de personas presas en situación preventiva acusadas por delitos de 
WHUURULVPR��PHGLDQWH�OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�DUWtFXOR�����GH�OD�/H\�GH�(QMXLFLDPLHQWR�&ULPLQDO��SDUD�VX�VRPHWLPLHQWR�
al régimen general de medidas cautelares. El tratamiento diferente a que son sometidas estas personas deteni-
das respecto al resto de personas imputadas por otros delitos y la imposición sistemática de un régimen cerrado 
a los mismos ponen en riesgo la garantía de su derecho a la presunción de inocencia (art. 24 CE).

III. Proponemos reponer las garantías en materia de secreto de las comunicaciones (e inviolabilidad del do-
PLFLOLR���PHGLDQWH�OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�DUWtFXOR�����GH�OD�/H\�GH�(QMXLFLDPLHQWR�&ULPLQDO��SXHVWR�TXH�VX�DFWXDO�
redacción no cumple con las exigencias relativas a la previsión legal de la injerencia, vulnerando el art. 8 
&('+��67-'+�GH����GH�IHEUHUR�GH��������(VWDV�LQVXÀFLHQFLDV�DIHFWDQ�D�OD�GXUDFLyQ�GH�OD�HMHFXFLyQ�GH�OD�
medida, a las condiciones de establecimiento del procedimiento de transcripción de las conversaciones in-
terceptadas, a las precauciones a observar para conservar intactas y completas las grabaciones realizadas 
D�ORV�ÀQHV�GHO�HYHQWXDO�FRQWURO�SRU�MXHFHV�\�OD�GHIHQVD��/D�OH\�HVSDxROD�QR�FRQWLHQH�QLQJXQD�GLVSRVLFLyQ�HQ�
relación con ello y el Tribunal Constitucional lo ha recordado en sentencia reciente.

 

Ã0HGLGDV�OHJDOHV�GH�DSOLFDFLyQ�GH�ODV�GHPDQGDV�GH�ORV�RUJDQLVPRV�LQWHU-
nacionales ante la tortura

IV. Proponemos responder con herramientas legales precisas a las demandas, llamamientos y pronuncia-
PLHQWRV�UHLWHUDGRV�TXH�HQ�PDWHULD�GH�WRUWXUD�HVWiQ�KDFLHQGR�ODV�LQVWLWXFLRQHV�LQWHUQDFLRQDOHV�RÀFLDOPHQWH�
reconocidas en la protección del derecho internacional de los derechos humanos. Estas denuncias se fun-
damentan en tres motivos: por no investigar, por no prevenir, por no reparar. En consecuencia, las medidas 
OHJDOHV�D�LPSOHPHQWDU�GHEHUtDQ�UHVSRQGHU�D�HVWRV�WUHV�GpÀFLW�

-Investigar. Las denuncias de tortura deben investigarse con garantías. La legislación debe reforzar, 
en este sentido, el papel de los mecanismos ya existentes de investigación de la tortura, así como 
LPSXOVDU� GH�PRGR�FRPSOHPHQWDULR� OD� FUHDFLyQ�GH� OD� ÀJXUD�GH� ODV�&RPLVLRQHV� ,QGHSHQGLHQWHV�GH�
investigación de denuncias contra la policía.

�3UHYHQLU��'HEHQ�FRQYHUWLUVH�HQ�LPSHUDWLYDV�ODV�PHGLGDV�GH�SUHYHQFLyQ�GH�OD�WRUWXUD�TXH�GHÀQHQ�ODV�
LQVWLWXFLRQHV�LQWHUQDFLRQDOHV��SRQHU�ÀQ�DO�UpJLPHQ�GH�LQFRPXQLFDFLyQ��QRWLÀFDFLyQ�D�OD�IDPLOLD��JUDED-
ción audiovisual de las zonas de custodia, protocolizar la presencia de profesionales de la medicina 
IRUHQVH��SRVLELOLWDU�OD�SUHVHQFLD�GH�SURIHVLRQDOHV�GH�OD�PHGLFLQD�GH�FRQÀDQ]D«�

-Reparar. Las administraciones públicas deben reconocer y reparar a las víctimas de la tortura con-
forme a los derechos de verdad, justicia y reparación que corresponden a todas las víctimas de 
violaciones de derechos humanos.
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2.2. Cumplimiento de Penas

Ã/H\�2UJiQLFD���������GH����GH�MXQLR��GH�PHGLGDV�GH�FXPSOLPLHQWR�tQWHJUR�
y efectivo de las penas.

9��3URSRQHPRV�DGRSWDU�PHGLGDV�HVSHFtÀFDV�GH�SURPRFLyQ�GH�OD�UHLQVHUFLyQ��DFRUGHV�FRQ�OD�FRQVDJUDFLyQ�
constitucional de la misma, cuando en los casos de delitos de terrorismo haya desaparecido el riesgo de 
UHLQFLGHQFLD�\�GH�VX�DPHQD]D��3DUD�HOOR��HV�QHFHVDULR�XQD�GHURJDFLyQ��R�XQD�PRGLÀFDFLyQ�GH�OD�/2��������
que contemple este supuesto en su artículo 1º (puntos uno, dos, tres, cuatro y cinco) en relación con el 
Código Penal,  y en su artículo 3º, en relación con la Ley Orgánica General Penitenciaria. En su redacción 
actual y de manera expresa para los casos de delitos de terrorismo, la LO 7/2003 hace poco probable en la 
práctica la posibilidad de desarrollar procesos de reinserción, a pesar de que puedan darse las condiciones 
precisas de reparación y autocrítica por parte la persona presa.

Por otra parte y en relación con la posibilidad de acumulación de condenas cumplidas en otros países, 
proponemos igualmente que el reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales en el ámbito de la Unión 
Europea se realice conforme a la interpretación que, de la Decisión Marco 2008/ 675/JAI del Consejo de 
Europa, se contiene en la sentencia 186/14 del Tribunal Supremo.

2.3.�(MHFXFLyQ�SHQDO
Ã/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD� 
9,��3URSRQHPRV�HQ�FRKHUHQFLD�FRQ�HO�SXQWR�DQWHULRU�TXH�OD�DGRSFLyQ�GH�PHGLGDV�HVSHFtÀFDV�GH�SURPRFLyQ�
GH�OD�UHLQVHUFLyQ�HQ�ORV�FDVRV�GH�GHOLWRV�GH�WHUURULVPR�HQ�HO�PDUFR�GHO�&yGLJR�3HQDO�WHQJD�VX�UHÁHMR�FRUUHV-
SRQGLHQWH�HQ�OD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD��3DUD�HOOR�HV�QHFHVDULD�OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�DUWtFXOR����
LOGP, de modo que el principio constitucional de la reinserción sea viable cuando el riesgo de reincidencia 
haya desaparecido de modo fehaciente.

Ã/H\�2UJiQLFD���������SRU� OD�TXH�VH�PRGLÀFDQ�OD�/H\�2UJiQLFD�GHO�3RGHU�
-XGLFLDO��OD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD��\�OD�/H\�GH�'HPDUFDFLyQ�\�
de Planta Judicial

VII. Proponemos que, una vez desaparecido el riesgo de reincidencia en los delitos de terrorismo de ETA, la 
competencia de los y las jueces de vigilancia penitenciaria para quienes tengan impuesta una condena por 
estos delitos sea trasladada del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria a los Juzgados de Vigilancia 
Penitenciaria del ámbito territorial de la cárcel en que se encuentre interno el o la presa. Es preciso para 
HOOR�D�GHURJDFLyQ��R�PRGLÀFDFLyQ�GH�ODV�GLVSRVLFLRQHV�HVWDEOHFLGDV�HQ�OD�/2��������GH�PRGR�TXH�VH�SXHGD�
reponer la gestión de la vigilancia penitenciaria a su situación original y natural.

2.4. Derecho Sustantivo

Ã&yGLJR�SHQDO� 
9,,,��3URSRQHPRV� OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO� DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�3HQDO�HQ�FXDQWR�D� OD�SURSRUFLRQDOLGDG�GH�
la pena, adecuándolo a lo establecido en la sentencia del Tribunal Constitucional 136/99 de 20 de julio y 
suprimiendo las “conductas equivalentes” tal y como recomienda el Relator de Naciones Unidas para los 
derechos humanos.

IX. Proponemos la supresión del delito de terrorismo sin pertenencia a banda armada, mediante la elimina-
ción del artículo 577 del Código Penal, y la ubicación de las conductas violentas no enmarcadas dentro de 
una organización o colectivo en el ámbito de los delitos comunes.

;��3URSRQHPRV�OD�VXSUHVLyQ�GHO�GHOLWR�GH�HQDOWHFLPLHQWR�\�DSRORJtD��PHGLDQWH�OD�HOLPLQDFLyQ�R�PRGLÀFD-
FLyQ�GHO�DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�3HQDO��SXHVWR�TXH�OD�LQGHÀQLFLyQ�GH�VXV�OtPLWHV�LQWHUSUHWDWLYRV�GHELOLWD�ODV�
garantías de protección que precisa el derecho fundamental a la libertad de expresión. Proponemos que 
la protección integral de la dignidad de las víctimas y el castigo de los atentados a su honor se sitúe en el 
ámbito de la normativa administrativa y civil, mediante una tutela extrapenal.


